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El Informe completo “Cuando la casa nos enferma: la vivienda como 
cuestión de salud pública”  está disponible en la web 
www.provivienda.org 
 
Este documento ha sido elaborado por Provivienda en el marco del 
proyecto “Colaboración en políticas de protección de la salud a través 
del fomento de una vivienda digna” financiado por el Ministerio de 
Sanidad, Consumo y Bienestar Social para el año 2018. 

http://www.provivienda.org/
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Resumen ejecutivo 
 

Cada vez se hace más difícil para los hogares vulnerables acceder a un alquiler normalizado y 

adecuado. Después de la crisis del 2008, que hizo estallar la burbuja inmobiliaria, estamos ante 

una nueva crisis de asequibilidad y estabilidad en la vivienda.  

Los precios del alquiler han aumentado de manera brusca (casi un 10% entre 2014 y 2016, y 

un 18,3% en el último año), mientras que la renta de hoy es claramente inferior a la de 2008. El 

empleo ya no es un soporte de bienestar por la debilidad e inestabilidad del mercado 

laboral. El resultado es que una de cada diez personas en España tiene sobrecarga en los 

gastos de su vivienda, y alcanza el 38,4% entre los más pobres.  

Esta situación se agrava por el abandono presupuestario por parte del Estado en los últimos 

años. El gasto público destinado a vivienda ha experimentado bajadas muy pronunciadas, hasta 

alcanzar mínimos históricos. La consecuencia es que en España el derecho a una vivienda 

digna y adecuada sufre graves carencias. Este derecho se ve vulnerado  cada vez que se 

ordena un desalojo sin las debidas garantías ni alternativa habitacional, en las situaciones de 

infravivienda, vivienda inasequible o precariedad energética, por poner varios ejemplos. El 

acceso a una vivienda digna y adecuada es un derecho de toda la ciudadanía,  pero España sufre 

graves carencias en vivienda de calidad y asequible. 

La propia Organización Mundial de la Salud establece que cuando los requisitos mínimos que 

debe reunir una vivienda no se cumplen o son insuficientes, el derecho a la vivienda no se está 

garantizando, y por tanto, tampoco lo está el derecho a la salud de las personas. Las 

condiciones físicas de la vivienda y su entorno físico, como el entorno social del barrio 

pueden repercutir sobre la salud física, psicológica y el bienestar social-relacional de las 

personas.  

Por tanto, una buena política de vivienda es, además, una política de prevención en salud. 

Para demostrar esto, hemos dedicado un informe a la vinculación entre vivienda y salud. 

“Cuando la casa nos enferma: la vivienda, una cuestión de salud pública” es una 

investigación financiada por el Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, que da 

cuenta de la profundidad y diversidad de los enlaces existentes entre la inseguridad residencial y 

la salud. 

Estos vínculos son evidentes cuando se observan las condiciones de vida y el estado de salud de 

las personas sin hogar, ya sea que duerman en la calle o en viviendas improvisadas, o que 

recorren diferentes recursos u otras formas de alojamiento del sistema público de emergencia 

(hogares de emergencia y de estabilización, viviendas de integración, hostales, etc.).  

También lo son cuando analizamos la situación de las personas que viven en chabolas, o las de  

las que se ven obligadas a ocupar por necesidad, las que sufren un desahucio o sucesivos 

desahucios tras años presentando solicitudes de vivienda pública o alquiler social, muy a 
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menudo familias con menores, bajo condiciones sociales y a veces incluso sanitarias muy 

rudimentarias e inaceptables.  

Asimismo, lo vemos en los hogares que se ven obligados a vivir en viviendas deficientes, 

húmedas o altamente degradadas, con todas las consecuencias perjudiciales para la salud 

conocidas (envenenamiento por plomo, asma, bronquitis crónica, alergias...), sin mencionar los 

riesgos de accidentes domésticos.  

Por último, más allá de las condiciones de habitabilidad que presenta las consecuencias más 

directas y alarmantes en la salud o el bienestar de las personas, analizaremos las situaciones de 

fragilidad o inestabilidad en la vivienda. Como hemos indicado, estamos inmersos en una 

importante crisis de asequibilidad, y mantenerse en su casa de alquiler o propiedad es un desafío 

cada día. Esta inseguridad residencial de los hogares impacta seriamente en el bienestar social y 

psicológico de las personas, en especial de los niños y niñas.  

En todos esos casos, los impactos de la vivienda deficiente en la salud son múltiples y de 

intensidades variables (patologías, discapacidades, síndromes o trastornos). Se desarrollan 

en diferentes niveles, ya sea en términos de salud física o psicológica, pero también de bienestar 

social y relacional. Cuando es la casa que nos enferma, la vivienda es una cuestión pública. 
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METODOLOGÍA DEL INFORME 

 

Este informe ha sido elaborado a partir de la combinación de distintas metodologías de 

análisis y obtención de información tanto cuantitativa como cualitativa. Concretamente en 

base al análisis documental de fuentes secundarias, análisis estadístico de datos oficiales, 

estudio de la problemática a través de 56 reuniones y entrevistas a personas expertas y 46 

familias y personas participantes en la intervención social de nuestros proyectos en tres 

comunidades autónomas: Canarias, Comunidad de Madrid y Cataluña. 

Por otra parte, hemos llevado a cabo una encuesta exploratoria a 77 personas/familias que 

están actualmente ocupando su vivienda en Usera (36), Villaverde (22), Tetuán (14) y 

Puente de Vallecas (5), todas derivadas de Servicios Sociales, así como a 25 familias que 

regularizaron su situación de ocupación con la entidad bancaria y pagan ahora un alquiler social. 

Asimismo, hemos organizado en el mes de junio de 2018 un grupo de trabajo 

multidisciplinar con representantes de organizaciones sociales, miembros de la sociedad 

civil e instituciones vinculadas a lo social, la salud y la vivienda en Madrid para debatir y 

formular nuestras recomendaciones y buenas prácticas políticas y de intervención. 

A partir de este análisis, hemos extraído recomendaciones y propuestas de intervención hacia 

políticas de protección de la salud través del fomento de una vivienda digna. 
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1. SINHOGARISMO: CUANDO LA 
CALLE ENFERMA 
 

Los motivos que pueden llevar a vivir sin techo o sin vivienda personal son múltiples y 

diversos, pero coincidimos en conceptualizar el problema del sinhogarismo como un 

problema de vivienda y de falta de un parque de vivienda social y asequible que cubra las 

necesidades residenciales de la población. Es indudable que la experiencia extrema de vivir en 

la calle tiene consecuencias perjudiciales para la salud de estas personas, tal y como demuestran 

las fuentes oficiales. Su esperanza de vida es claramente menor, entre veinte y  treinta años 

menos que el resto de la sociedad, y presentan entre dos y cincuenta veces más problemas 

físicos que la población normalizada.  

Los y las expertos/as son unánimes: es prácticamente imposible tener hábitos saludables en 

torno a la alimentación, la higiene y el descanso cuando una persona está viviendo en la 

calle. Esta dificultad de hace especialmente penosa en el caso de las personas que se están 

recuperando de estancias hospitalarias o que necesitan reposo médico y que no disponen de un 

hogar en el que pasar el periodo de convalecencia. Las condiciones de vida y sanitarias afectan 

de manera directa en la recuperación tras una enfermedad o intervención médica, el seguimiento 

de un tratamiento médico o en afrontar de manera digna el proceso de fin de la vida. 

Existe, además, una desviación entre la percepción subjetiva de su estado de salud (casi seis 

de cada diez personas en centros indican estar en buena o muy buena salud) y lo que observan y 

atienden los y las profesionales. Por su parte, los problemas de salud recurrentes entre las 

personas sin hogar se centran principalmente en el sistema circulatorio (20,9%), las vías 

respiratorias y digestivas (20,3%), endocrinas (17,4%) y osteoarticular (16,8%). Las 

condiciones dermatológicas, por su parte, también son muy comunes en la población sin hogar.  

Incluso más importantes que los síntomas físicos, los trastornos de salud mental son 

extremadamente comunes entre esta población: un 16,6% de las personas que residen en 

centros están afectadas por un trastorno psiquiátrico grave, trastornos del estado de ánimo y 

de ansiedad.  

Por otra parte, hay que mencionar otra situación preocupante que dificulta gravemente la 

autonomía de estas personas y es que uno de cada diez tiene una discapacidad física o 

sensorial, y un 5% tiene discapacidad psíquica o intelectual. Sin embargo, en España en el 

actual parque residencial, existe una carencia de viviendas adaptadas para personas con 

discapacidad o dependencia sobrevenida, por lo que la alternativa para personas sin hogar se 

complica en el caso de existir discapacidad. 

Más allá de las enfermedades, hay que considerar los riesgos que supone no disponer de una 

vivienda o vivir en la calle, que se repercuten directamente en la salud: las patologías 

traumatológicas y los delitos de odio. Una de cada dos personas sin hogar ha sufrido algún 
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tipo de delitos de odio o aporofobia. Entre las mujeres, el 24,5% han sufrido alguna agresión o 

violencia sexual.  

Precisamente son las mujeres aquellas que sufren con mayor dureza las condiciones de vivir en 

la calle, sufriendo una doble discriminación en base a su género y a su situación de sin hogar. Al 

abordar el sinhogarismo y su relación con la salud, es fundamental incluir la perspectiva de 

género y resaltar la dureza de la realidad que sufren las mujeres sin techo o sin vivienda.  

Por último, destacamos el caso de Francy, que ilustra un fenómeno más desconocido de los 

niños y niñas que experimentan periodos en la calle o sin hogar. Tras perder su empleo, 

Francy no pudo asumir la habitación donde vivía con sus dos hijos de 4 y 10 años y se vieron en 

la obligación de dejarla: los tres durmieron diez días al raso en un cajero, y otros 15 días en un 

recurso de emergencia del Samur Social en Madrid. Ahora están alojados en una vivienda 

compartida gestionada por Provivienda. En este caso particular, se ejemplifica la falta de 

información sobre la existencia de recursos de emergencia, así como que existe un sinhogarismo 

invisibilizado que también afecta a familias con menores.  

Cuando hablamos de aportar soluciones al sinhogarismo, entendemos la vivienda como el 

primer paso para resolver la problemática a largo plazo. Así, disponer de una vivienda o al 

menos de un alojamiento correlaciona con una clara mejoría de los indicadores de salud. Pero 

aunque la vivienda es esencial, no es suficiente ni es lo único.  

En este sentido cabe resaltar la importancia fundamental del acompañamiento social en los 

procesos de intervención en vivienda. Por ejemplo, el sentimiento de soledad puede persistir 

una vez en la vivienda y en hogares compartidos, no se está solo, pero sí puede darse la 

soledad ante la aparición de los conflictos debidos a una convivencia forzada. Es importante 

facilitar las condiciones de una buena convivencia y de acceso a recursos que eviten situaciones 

de soledad no deseada.  

Aunque desde el ámbito legal no existe la exclusión sanitaria específica de las personas sin 

techo o sin hogar, sí resulta esencial orientar el trabajo social para evitar los mecanismos 

que llevan a la expulsión del sistema de las personas en situación de calle. Los y las 

profesionales en contacto directo con personas que han pasado periodos sin hogar indican que 

es necesario reactivar el hábito del cuidado sanitario, a través de la conexión con los servicios 

de atención primaria.  

Por último, es importante generar espacios de salud y cuidado donde las personas puedan 

recuperar la salud física y psíquica, al tiempo que inician procesos de recuperación de lazos 

emocionales, y puedan vincularse con el entorno social y laboral. El propio sistema de salud no 

está adaptado a su realidad: está pensado para personas que tienen una vivienda. 
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2. HABITAR EN VIVIENDAS 
INHABITABLES 
 

Queda manifiesto que la infravivienda y otras formas de precariedad residencial son 

consecuencia de un parque residencial excluyente, viejo y deteriorado, fruto de un 

crecimiento inmobiliario rápido y poco planificado. Las malas condiciones de habitabilidad e 

inadecuación de la vivienda tienen consecuencias en la salud de sus residentes, y pueden 

resultar incluso graves para el desarrollo personal y la trayectoria vital de los niños y niñas, con 

repercusiones en su salud mental a largo plazo. 

 

LAS CONDICIONES SANITARIAS EN ASENTAMIENTOS CHABOLISTAS 

Las personas que habitan en zonas de asentamientos chabolistas no disponen en muchas 

ocasiones de las dotaciones e infraestructura básica que garantice unas condiciones mínimas de 

habitabilidad de su entorno, como la falta de tratamiento de residuos o la carencia de puntos 

de agua. La falta de electricidad y calefacción obliga a las instalaciones artesanales (velas, 

estufas de leña, etc.) con el riesgo de humos tóxicos con sus consecuencias en el sistema 

respiratorio entre otros, así como el peligro de sufrir accidentes domésticos. La carencia de 

instalación de saneamiento tiene como consecuencia problemas de salubridad severos. Plagas 

vinculadas a la falta de tratamiento de residuos son expuestas, asimismo, como una 

problemática adicional que sufren las personas que habitan en este tipo de entornos.  

Por su parte, la situación de aislamiento dificulta también el acceso a los servicios sanitarios y 

los colegios y guardería. En este caso, la falta de garantía del derecho a la vivienda afecta 

notablemente al ejercicio de otros derechos como el del acceso a la salud, a la educación o 

a la protección de la infancia.  

 

LA INFRAVIVIENDA: EN UNA VIVIENDA INSALUBRE NO SOLO SE 

ESTROPEA LAS PAREDES 

Las dificultades en relación a la salud no solo afectan a aquellos asentamientos fuera del trazado 

urbano. Las condiciones estructurales y de habitabilidad de una vivienda influyen 

notablemente en el desarrollo de algunas patologías.  

El riesgo más alto está relacionado con las condiciones hidrotermales (frío, humedad y 

moho), seguido de la exposición en la vivienda a radón, ácaros de polvo, humo ambiental de 

tabaco, monóxido de carbono, crecimiento de hongos, seguridad y efectos del plomo. El 11,5% 

de los hogares en España residen en viviendas con goteras o humedades en paredes y 

techos (más de dos millones de familias). A su vez, la privación de una iluminación natural 

en las casas, especialmente para las personas que viven en sótanos, garajes, áticos o 
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cobertizos, puede tener consecuencias perjudiciales para el bienestar de los hogares. Esta 

situación se dimensiona en los más de 775.000 hogares que en España sufren escasez de luz 

natural en su vivienda. 

Por su parte, la vivienda precaria se vincula con impactos en el nivel social y psicológico: la 

degradación de la imagen de sí mismo (en relación con la devaluación del patrimonio y el 

cuestionamiento de la sensación de seguridad en la vivienda) está detrás del desarrollo de una 

sensación de "vergüenza" que afecta tanto a personas adultas como a menores. Por su 

parte, los índices de depresión o ansiedad derivados de unas condiciones de vivienda 

inadecuadas, son “extremadamente altos y muy superiores a los del conjunto de la población, 

llegando a unos máximos del 86% en caso de las mujeres y del 71% en el caso de los hombres". 

La sobrepoblación en una vivienda o hacinamiento es claramente un factor de riesgo para la 

salud. Según el INE, el 17,9% de los hogares más pobres declaran no disponer de espacio 

suficiente. Según Eurostat, en 2017 más de 2.300.000 personas vivían en situación de 

hacinamiento en España, un 5,1% de la población. El hacinamiento puede empeorar la humedad 

y la aparición de moho, en relación con la gran cantidad de personas que respiran en un espacio 

reducido y el uso excesivo de los equipos de calefacción y aseo. Así, el deterioro debido a la 

sobrepoblación se relaciona con alergias, intoxicación por plomo, bronquitis crónica, problemas 

de salud mental (depresión, estrés, insomnio...). 

La pobreza energética, es decir no poder mantener la vivienda a una temperatura adecuada o 

destinar un amplio porcentaje de los ingresos al pago de la energía, afecta a un 8,3% de los 

hogares en España, con evidentes impactos sanitarios. Según varios estudios las personas 

expuestas a estos problema presentan una mayor frecuencia de enfermedades crónicas 

(bronquitis, osteoartritis, ansiedad, depresión, dolores de cabeza...) y agudas (resfriados, 

amigdalitis, gripe, diarrea...), así como síntomas asociados (sibilancias, ataques de asma, fiebre 

del heno, irritación ocular...). Se esperaba que con la obligatoriedad del certificado de 

eficiencia energética en los contratos de arrendamiento fuera más fácil identificar y actuar 

ante situaciones de pobreza energética, pero se ha constatado el fracaso de esta medida como 

moduladora de la calidad de la oferta de vivienda.  

Es importante reseñar que estas dificultades no afectan únicamente a aquellas viviendas en una 

situación de mayor precariedad, tales como asentamientos chabolistas, viviendas ocupadas o 

alquileres sociales. Los problemas de habitabilidad se dan también en hogares que residen 

en viviendas de alquiler y que no pueden asumir las reparaciones del hogar o cuyo 

limitado poder de negociación con la propiedad para que esta asuma las reparaciones, les 

lleva a convivir con situaciones de grave dificultad. Se ha detectado, precisamente, que los 

conflictos derivados del estado de conservación de la vivienda y de la asunción de las 

reparaciones constituyen la mayor dificultad en las relaciones arrendaticias  
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INFANCIA 

Las situaciones de infravivienda y malas condiciones de habitabilidad repercuten especialmente 

en la infancia. La vivienda es un pilar fundamental para las personas, pero especialmente 

para los niños y niñas, ya que asientan su desarrollo personal y las trayectorias en sus 

entornos más cercanos. Precisamente por esto, es necesario conocer cómo afectan estas 

casuísticas no sólo en el momento actual, sino en el medio y largo plazo. En este sentido, llama 

especialmente la atención el 20% de los niños y niñas que tienen problemas de hiperactividad, 

mala conducta o dificultades emocionales, que habitan en viviendas precarias y que suponen un 

porcentaje superior a la media nacional. Entre otras dolencias, se apuntan la somatización de la 

situación de vivir en la precariedad y desarrollan “problemas relacionados con la alimentación, 

otitis o una mala salud mental”. 

Es de resaltar también el riesgo de aislamiento social de ciertos menores de edad por vergüenza 

que padecen en relación con su vivienda. Es el caso del hijo de 17 años de Federico y María 

José, que relatan que "El pobre está ahí en su cuarto, con el ordenador, practicando, pero no 

sale con nadie porque le da vergüenza invitar a nadie, no tiene mucha relación… de siempre… 

ya de chiquitito, pero claro porque le da mucha vergüenza… estamos cansados… que el niño 

tenga su habitación en condiciones, un baño en condiciones… esto es muy chiquitito… sobre 

todo, muy, muy sucio y hecho polvo". 
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3. FRAGILIDADES RESIDENCIALES 
QUE AFECTAN A LA SALUD 
 

Las implicaciones sociales, físicas y psicológicas relacionadas con la salud no se circunscriben a 

las condiciones físicas de la vivienda: las dificultades de acceso, los problemas de 

asequibilidad de la vivienda o la inestabilidad en la misma son condiciones que claramente 

afectan al ejercicio del derecho a la salud.  

La incertidumbre que generan las barreras en el acceso de manera independiente a una vivienda 

digna y/o en condiciones adecuadas, las graves dificultades para llegar a final de mes y no saber 

si podrán cubrir los gastos relacionados con la vivienda o las amenazas de sufrir un desahucio 

en familias con niños y niñas son algunas de las casuísticas que se han explorado en el informe. 

La depresión es el trastorno más habitual, así como estados de desánimo, ansiedad, 

trastornos del sueño, y otros problemas de salud mental desarrollados con el tiempo. La 

incertidumbre y la incapacidad de controlar la situación de inestabilidad residencial en la que se 

encuentran se relacionan con la percepción subjetiva de “no controlar su vida”. En el sentido 

contrario, la situación de estabilidad residencial, permite, en palabras de una persona 

entrevistada “empezar a caminar de vuelta”. 

El miedo a un futuro desconocido se incrementa cuando aparecen otros problemas graves 

de salud en el ámbito intrafamiliar, momento en el que se dimensiona aún más el valor de la 

estabilidad en una vivienda como lugar de recuperación y reposo. La expectativa de un cambio 

involuntario de vivienda también supone en algunos casos el cambio de barrio o distrito, lo que 

conlleva un cambio en el/la profesional sanitario de referencia en aquellos casos de 

enfermedades crónicas o graves.  

Muchas de las personas entrevistadas que actualmente se benefician de la ayuda de recursos de 

viviendas temporales, expresan su inquietud o temor de que se termine su contrato o 

estancia en el recurso. Su salud personal se ve mermada por la falta de posibilidad de 

desarrollo individual, es decir, que no es fácil construir ni proyectarnos a largo plazo, si se 

carece de la base en la que hacerlo: un lugar dónde vivir.  

Por su parte, la falta de asequibilidad se vincula con la priorización de los gastos. Cuando la 

amenaza de los impagos de una vivienda supone la pérdida del lugar de residencia, se prioriza la 

cobertura de unas necesidades básicas sobre otras. Varios casos expuestos por familias 

entrevistadas y referidos por expertos y expertas refieren cómo se ven obligadas a realizar 

recortes en su vida, incluso no poder juntar dinero suficiente para llevar una dieta 

adecuada, con la vergüenza y el impacto en la salud que esto conlleva. Esto es 

especialmente grave en aquellas circunstancias en las que en el núcleo familiar existen 

patologías crónicas que necesitan de una dieta específica y que, en muchas ocasiones, resulta 

más costosa, como es el caso de la diabetes o la celiaquía.  
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La expectativa de pérdida de vivienda trae consigo la posibilidad del cambio de barrio o 

incluso de distrito, a través de los procesos de gentrificación que se vienen observando en 

varias ciudades españolas. Este desplazamiento hacia otras zonas más asequibles se percibe en 

ciertas ocasiones como una futura pérdida de las redes sociales, vecinales y familiares, que en 

muchas ocasiones les ha permitido sobrellevar sus dificultades previas. La pérdida de estas 

redes, en muchos casos, implica la pérdida del arraigo en el barrio y el apoyo emocional 

que implica. Por ejemplo, Sidra nos cuenta que tiene "muy buena relación con los vecinos y los 

niños tienen amigos con los que jugar. Nos ayudamos los unos a los otros. Las vecinas se 

quedan unas horas con los niños cuando lo necesito por cuestión de trabajo, podemos hablar y 

cuadrar cosas. Los niños vienen a casa, no son del mismo colegio pero si juegan en la plaza".  
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Asimismo, el cambio de domicilio conlleva en muchos casos el cambio de profesionales de 

referencia, no solo del centro de salud, también de los centros educativos y de los centros 

de servicios sociales. Esto es especialmente gravoso en el caso de los y las menores al verse 

obligados/as a abandonar su círculo social más cercano que en muchas ocasiones se circunscribe 

al colegio y al vecindario.  

 

EL PROCESO DE DESAHUCIO 

 

La consecuencia más extrema de los problemas de asequibilidad de la vivienda es la pérdida de 

la misma al incurrir en impagos de renta o mensualidades y, en muchos casos, se traduce en 

un proceso de desahucio.  

La pérdida de la vivienda, y su influencia en la salud psicológica se ejemplifican en los datos 

que concluyen que las personas en proceso de desahucio tienen trece veces más 

probabilidades de tener mala salud percibida: el 57,3% de los hombres y el 80,9% de las 

mujeres informan de mala salud (Equipo de Investigación en Desahucios y Salud, 2014). 

Asimismo, en el citado estudio publicado por Observatori DESC y PAH sobre desahucios en 

Cataluña, el 40% de los hombres y el 57% de las mujeres refirieron mala salud general. 

En las situaciones más graves de fragilidad financiera y especialmente en el caso de amenazas 

de expulsión, el estado de salud de las personas se ve afectado directamente (Brunet y Faure, 

2004). El procedimiento de expulsión puede causar alteraciones significativas (pérdida de 

apetito, alteraciones del sueño, síntomas de ansiedad). A nivel físico, se ha puesto de manifiesto 

que los procesos de desahucio se asocian con una peor salud percibida y con un aumento de 

la hipertensión y de los problemas cardiacos. Igualmente, aumentan los estilos de vida no 

saludables, como el consumo de tabaco y alcohol, y la dieta no saludable, en muchos casos 

como mecanismos sustitutivos para aliviar la ansiedad. Asimismo, aparecen asociados 

problemas musculares y los mareos vinculados con el estrés y la tensión. Por otra parte, se 

detecta que el problema de vivienda es detonante de problemas de salud que ya estaban 

superados en muchos casos. 

De especial preocupación es el impacto de los desalojos forzosos en los y las menores, que 

debería ser una prioridad a tener en cuenta en este tipo de procesos. Síntomas relacionados 

con estrés postraumático como alteraciones del sueño, nerviosismo, desconcentración o miedo 

son referidos tanto por las personas entrevistadas como por los expertos y expertas, así como en 

estudios previos. Sería necesario incorporar la perspectiva longitudinal en los análisis de 

estas trayectorias vitales, para evaluar las consecuencias a largo plazo de una situación de 

pérdida de vivienda de este calado.  
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4. LA OCUPACIÓN POR NECESIDAD: 
UN CASO PARADIGMÁTICO DE 
INESTABILIDAD  Y PRECARIEDAD 
RESIDENCIAL 
 

La ocupación por necesidad es un fenómeno relativamente nuevo que se ha percibido con 

las consecuencias de la crisis inmobiliaria y las graves cifras de ejecuciones hipotecarias 

que dejaron en manos de entidades financieras un gran número de viviendas vacías. Este 

parque de vivienda deshabitado (propiedad de entidades bancarias, fondos o grandes 

inmobiliarias), unido a las situaciones familiares de pobreza, desahucios, ejecuciones 

hipotecarias y crisis de asequibilidad de la vivienda estarían detrás de esta situación. Según los 

últimos datos, se estima que en España 73.500 hogares estarían en una situación de 

ocupación de su vivienda. 

 

Las personas y familias entrevistas y encuestadas relatan su situación como ocupantes 

como la única vía de escape antes de quedarse en la calle. Gran parte de éstas, agotaron otras 

vías desarrollando otro tipo de estrategias como la reagrupación familiar o el subarriendo, 

que suelen derivar en situaciones de hacinamiento, incluso con convivencias de familias enteras 

en una misma habitación.  

En este sentido, la ocupación de vivienda vacía propiedad de una entidad jurídica se plantea 

como una alternativa que, pese a la inseguridad en la tenencia y a las dificultades en la vida 

diaria (por ejemplo, en el uso de suministros o en las relaciones vecinales), es percibida más 

positivamente que dormir en la calle o en una vivienda hacinada. En muchas ocasiones, las 

opciones de la reagrupación o el subarriendo son inaccesibles para las familias, quedando como 

única alternativa la calle.  

Es importante destacar la falta de acción pública a la hora de generar alternativas 

residenciales para las personas que sufren procesos de desahucio, gran parte de estas con 

menores a cargo, que dejan en un grave dilema a muchas de las familias afectadas: vivir en la 

calle o habitar una vivienda propiedad de una entidad bancaria. De hecho, gran parte de las 

familias entrevistadas refieren que si pudieran acceder a otra alternativa, lo preferirían. 

Es común que se expresen sensaciones de nerviosismo, ansiedad e intranquilidad, 

derivadas de la inestabilidad en la vivienda y la falta de vinculación legal con ésta. Vivir 

con el miedo de que “tiren la puerta” en cualquier momento y tener la ley en su contra, se 

traduce, además, en estrés y angustia generalizados. Por su parte, los trastornos de ansiedad 

cronificados están vinculados a problemas musculares y digestivos, cefaleas o cansancio. 

Por otro lado, las condiciones de las viviendas suelen tener problemas relacionados con el 
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acceso a los suministros, como los enganches a la luz o, en ocasiones, falta de acceso a puntos 

de agua. También se han encontrado casos en los que las deficiencias en la vivienda eran 

graves pero preferibles a otra situación.  

Por otro lado, muchos de estos hogares se ven inmersos en interminables gestiones 

administrativas para tratar de conseguir la regularización de su situación mediante un 

alquiler social a un precio asumible por los reducidos ingresos de la familia. A su vez, 

muchas veces  sienten el ahogo ante procedimientos judiciales que generan, en la mayor parte 

de los casos, frustración. La interlocución con las entidades propietarias de las viviendas no 

resulta fácil en muchas ocasiones, siendo discrecional según cada “propiedad” e “interlocutor”.  

En este sentido, si bien se perciben iniciativas orientadas a la atención de las familias sin 

hogar, éstas son claramente insuficientes y no permiten alojar a todas aquellas con 

necesidades residenciales. La falta de recursos públicos que palien la problemática también es 

referenciada por profesionales de la intervención que vinculan el problema con la falta de 

vivienda pública y la falta de agilidad para acceder a aquella de la que se dispone.  Es 

fundamental destacar que en el cuestionario exploratorio, en la práctica mayoría de los 77 

casos analizados encontramos menores en los hogares. 

Si bien el fenómeno de la ocupación es un fenómeno complejo, el mensaje que muchas 

veces se emite no lo es, generando en ocasiones discursos que vinculan la ocupación con la 

criminalidad. Este tipo de estereotipos se vincula a la generación, no solo de conflictos con 

quienes les identifican como “ocupas”, sino también de vergüenza por la situación personal en 

la que se encuentran. El dilema personal continúa ante la disyuntiva de elegir que te 

criminalicen o quedarte en la calle. Por su parte, es importante destacar el papel de algunas 

comunidades de vecinos, el entorno más cercano o los movimientos sociales de base en la 

creación de redes informales de ayuda, que no solo generan apoyos puntuales en la vida diaria, 

también generan cohesión grupal y mejora de la autoestima y la resiliencia de las personas 

ocupantes.  
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Recomendaciones  

Finales 
 

 

- Con este informe intentamos demostrar que el derecho a la salud y el derecho a la 

vivienda están íntimamente conectados entre sí y, por tanto, no debemos abordarlos 

por separado. El contexto actual de insuficiencia en la provisión de vivienda asequible 

supone una vulneración del derecho a la salud, que se acentúa en las situaciones de 

exclusión residencial que hemos visto a lo largo del informe. 

- Vayamos a la raíz: no existe una fórmula mágica para la provisión de vivienda adecuada. 

Es imprescindible contar con un importante parque público de vivienda en alquiler, pero 

también con programas de movilización de vivienda vacía hacia el alquiler asequible, 

ayudas al pago del alquiler, cooperación con el tercer sector, derecho de superficie, cesión 

de uso, masovería, mutualización, colaboración público-privado y un largo etcétera de 

medidas que constituyen, en definitiva, una política de vivienda seria, homologable a los 

países europeos que nos llevan décadas de adelanto. Para ello, las personas expertas en 

la materia hablan de destinar en torno a un 1 o un 1,5% del PIB, muy lejos de los exiguos 

presupuestos actuales.  

- Mientras transitamos este camino, abordar de manera conjunta ambos derechos supone: 

 Generar conocimiento, con estudios longitudinales para conocer los efectos a 

largo plazo de la vulneración del derecho a la vivienda en sus distintas formas.  

 Incorporar esta relación bidireccional en el desarrollo normativo, con los ejemplos 

propuestos en cada bloque del informe. 

 Denunciar, en el ámbito judicial, la  vulneración del derecho a la salud ante la 

carencia de vivienda adecuada, con especial hincapié en la protección prioritaria 

de la infancia. 

 Organizar espacios de coordinación entre los ámbitos sanitario, de vivienda y de 

servicios sociales, con mecanismos de prevención, detección y atención temprana 

- En las fechas previas a la presentación de este informe, el Gobierno socialista ha anunciado 

el desarrollo de una Ley de Vivienda estatal, que garantice el derecho efectivo a la 

vivienda como servicio público. Nos parece imprescindible que dicha ley proteja a las 

personas y familias de las situaciones de vulneración del derecho a la salud descritas 

en el presente informe, asegurando alternativas habitacionales adecuadas, y con especial 

protección a la infancia. 
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1. SINHOGARISMO: CUANDO LA CALLE ENFERMA 

- El empadronamiento es la vía de acceso al sistema sanitario, por lo que es fundamental 

garantizar este derecho para las personas sin hogar, en los términos recogidos en la 

Resolución de 16 de marzo de 2015, removiendo los obstáculos existentes en la actualidad 

por parte de los municipios. 

- Potenciar programas basados en la vivienda, y específicamente programas Housing 

First, que han demostrado eficacia en la atención a personas sin hogar, en colaboración 

con entidades del Tercer Sector.  

- La vivienda es importante, pero no solo: el acompañamiento social es un elemento 

esencial en la restauración del proyecto vital de la persona, y es importante incorporar 

estrategias para la integración en el entorno vecinal y comunitario, para combatir la 

sensación de soledad y el apoyo mutuo cuando se carecen de redes familiares y sociales. 

- Desarrollar la Estrategia Nacional Integral para Personas Sin Hogar 2015-2020, 

actualmente paralizada, dotándola de un presupuesto específico en los Presupuestos 

Generales del Estado.  

- Es importante recabar información sobre morbilidad y mortalidad de las personas sin 

hogar, para poder adaptar o desarrollar recursos específicos que garanticen una 

adecuada asistencia social y sanitaria. 

- Modificar el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 hacia un enfoque más inclusivo, 

incorporando un plan específico para facilitar el acceso de las personas sin hogar a una 

vivienda adecuada, medida que ha venido reclamando la Fundación RAIS a lo largo del 

año. 

- Adoptar medidas orientadas a la inclusión sanitaria de las personas sin hogar, que les 

reconecte con su derecho a la salud, con programas de formación y capacitación de 

profesionales y reforzando la coordinación entre los servicios sociales y los servicios 

sanitarios. 

- Es necesario establecer protocolos de detección e intervención temprana de 

sinhogarismo en el ámbito sanitario, tal y como recoge la citada Estrategia Nacional 

Integral para Personas Sin Hogar, a través de los servicios de atención psiquiátrica o 

psicológica cuando se estime riesgo de pérdida o abandono de hogar; y también,  en los 

procesos de alta hospitalaria que requieren posterior convalecencia o tratamientos intensos. 

- El acceso a la vivienda para personas sin hogar se complica en el caso añadido de 

discapacidad, ante la carencia de viviendas adaptadas o los altos precios de las mismas. Por 

este motivo, es preciso aumentar el número de viviendas adaptadas en los parques de 

vivienda pública, así como introducir incentivos para favorecer el arrendamiento de 

viviendas adaptadas en alquiler asequible a entidades sociales. 
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- Prevenir y evitar que ninguna persona que pase una noche en la calle, especialmente 

menores, lo cual pasa por reforzar la información a la población acerca de los Servicios 

Sociales y los recursos de emergencia.   

- Desarrollar políticas preventivas que protejan a la población ante la pérdida de vivienda 

para evitar que el problema del sinhogarismo siga creciendo, desarrollando un modelo a 

nivel estatal de coordinación entre los servicios sociales, sanidad, vivienda y agentes 

sociales.  

 

2.  HABITAR EN VIVIENDAS INHABITABLES 

- Proponemos la modificación del artículo 21 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, 

articulando un procedimiento que permita al arrendatario acometer la realización de obras 

de conservación de la vivienda para el supuesto de que éstas no sean llevadas a cabo por el 

arrendador una vez requerido para ello. 

- Asimismo, planteamos la modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil, permitiendo 

la adopción de medidas cautelares en aquellos procedimientos en los que el arrendatario 

reclame al arrendador la realización en la vivienda de obras de reparación necesarias, 

tras la aportación de los correspondientes informes técnicos. 

- Evaluación de las necesidades de rehabilitación en los barrios, identificando bolsas de 

infravivienda que necesiten actuaciones urgentes desde el ámbito municipal. Esta 

evaluación debe ir ligada a una intervención comunitaria, donde el personal  municipal 

especializado se dirija a las comunidades de vecinos de los edificios en peor estado, para 

prestar información sobre ayudas a la rehabilitación, así como ofrecer asesoramiento 

jurídico y económico para poder acometer las obras correspondientes. 

- Se requiere, por tanto, de una fuerte inversión pública en políticas de rehabilitación, 

regeneración y renovación. Hay que dotar de un presupuesto adecuado al Plan Estatal de 

Vivienda 2018-2021, para acometer el Programa de fomento de la conservación, mejora de 

la seguridad de utilización y accesibilidad de las viviendas.   

- Específicamente, potenciar programas para la rehabilitación integral con criterios de 

eficiencia energética y sostenibilidad medioambiental, tanto en edificios como en viviendas 

particulares, destinadas a personas con menor nivel de renta. En el caso de las viviendas 

de alquiler, este tipo de programas deberían limitar el acceso al compromiso de no 

aumentar la renta tras la renovación de la vivienda. 

- Una buena forma de evitar que la mejora del parque residencial acabe expulsando a los 

vecinos/as de las viviendas que se rehabilitan, es la utilización de instrumentos de 

referencia como el índice de precios de alquiler, que aconseje la renta adecuada en 

función de la zona, características de la vivienda y tipología de calificación energética. Este 

índice debería vincularse a las ayudas públicas a la rehabilitación. 
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- Incorporar incentivos en los Programas de Mediación de viviendas en alquiler, 

destinados a la mejora de la vivienda: por ejemplo, como contraprestación a un alquiler 

asequible (20% por debajo de precios de mercado); la rehabilitación con cargo a rentas 

futuras; o incentivos de tipo fiscal (devolución de un porcentaje del Impuesto de bienes 

inmuebles). 

- Deben generarse alternativas habitacionales para realojar a familias en situaciones graves 

de infravivienda, con vulneración del derecho a salud, con especial protección a las y los 

menores de edad. 

- La cédula de habitabilidad debe ser un instrumento útil en la prevención y control de las 

situaciones de infravivienda. Un ejemplo a seguir sería la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, 

del derecho a la vivienda de Cataluña, que además de definir qué es una infravivienda, 

exige dicha cédula para la legitimación de la ocupación residencial de las viviendas que se 

pongan en el mercado de venta o de alquiler. 

- De manera complementaria al punto anterior, se deben adoptar medidas de mediación y 

sanción, realizando las inspecciones periódicas oportunas, pero velando por garantizar 

una alternativa residencial adecuada antes de decretar el cese del uso de la vivienda. 

- En relación con la pobreza energética, si bien medidas adoptadas recientemente, como los 

cambios en el bono social eléctrico vigente, o la creación del bono social térmico, suponen 

un avance, no dejan de tener un carácter limitado. En este sentido, nos parece una buena 

opción la elaboración de una Estrategia Nacional contra la Pobreza Energética, que 

deberá ir acompañada de una mayor corresponsabilidad social por parte de las 

compañías suministradoras, incluyendo la aplicación de una Tarifa Social que permita 

acomodar el pago de los suministros a la capacidad adquisitiva de las familias.  

- Suministros garantizados con la aplicación del Principio de Precaución consistente en 

evitar los cortes en los suministros básicos de tal manera que antes de producirse el corte, 

la empresa suministradora deberá verificar con los Servicios Sociales que la persona 

afectada no se encuentre en situación de vulnerabilidad.  

 

3.  FRAGILIDADES RESIDENCIALES QUE AFECTAN A LA SALUD 

- Un punto imprescindible es la modificación de la Ley de Arrendamientos Urbanos, 

ampliando el plazo de duración legal mínimo del contrato de arrendamiento para dotarlo 

de estabilidad y vinculación de los incrementos de renta a las variaciones del IPC para que 

el alquiler sea asequible. 

- La situación de emergencia habitacional conllevó que las políticas municipales, para dar 

respuesta a esta situación, plantearan la creación de recursos residenciales temporales 

(viviendas compartidas con estancias inferiores a un año, en la mayoría de los casos). Sin 

embargo, la situación de inasequibilidad del mercado de alquiler en los principales 

municipios, provoca que a la finalización de la estancia las familias no dispongan de 

una alternativa residencial autónoma, con el riesgo de repetir el círculo de la exclusión 
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residencial y tener bajo impacto social en la mejora de la vida de las personas. Los 

Programas de Mediación en Alquiler, unidos a subvenciones a las rentas o ayudas al 

alquiler, deberían poder servir de apoyo para el acceso a una vivienda normalizada.  

- Algo parecido ocurre con las familias que viven en alquileres sociales de las entidades 

bancarias, ya que no disponen de alternativas residenciales cuando finalicen sus 

contratos de alquiler social. Hay que señalar que no hay datos de cuántas familias están en 

esta situación y cuántas podrán acceder a un alquiler estable a la finalización de sus 

contratos de alquiler y cuántas no.  

- Algunas entidades financieras (por desgracia, muy pocas), están empezando a plantearse 

la contratación de operadores para realizar una intervención social y apoyo en la 

búsqueda de empleo con las familias con las que ha negociado un alquiler social. Se 

trata de un enfoque que está demostrando, cuando se ha puesto en marcha, que destinar 

dinero a programas de este tipo no solo mejora la vida de las familias inquilinas, sino que 

reduce la morosidad y permite una mejor conservación de su parque de vivienda. Es 

importante señalar que la finalidad debería ser el mantenimiento de alquileres sociales 

estables, con alternativas residenciales a medio y largo plazo, no la desocupación rápida de 

la vivienda con fines especulativos. 

- Convendría explorar fórmulas alternativas de tenencia más allá de la propiedad o el 

alquiler, que permitiera ampliar opciones de tenencia más accesibles y democráticas para 

la población, como las cooperativas de alquiler o el cohousing. No obstante, estas 

experiencias corren el riesgo de destinarse solo a personas con un cierto nivel de ingresos y 

capital social y educativo, por lo que es importante que incluyan a la población en 

situación de vulnerabilidad.  

- Los servicios de mediación hipotecaria, orientadas posteriormente también a situaciones 

de impago de alquiler y de ocupaciones, han demostrado ser una herramienta útil de 

negociación. Como hemos visto, este tipo de procesos tienen unas consecuencias claras en 

la salud mental de adultos y menores de edad, por lo que nos parece importante incorporar 

el apoyo psicológico, configurándose equipos multidisciplinares. 

- Se debe reorientar el Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o 

lanzamiento de su vivienda habitual, del vigente Plan Estatal de Vivienda. Se trata de un 

programa para poner a disposición viviendas desocupadas de las entidades financieras y 

otros propietarios para alquilarlas a personas que se encuentren en situación de desahucio 

de su vivienda habitual, y que no hace sino favorecer –de nuevo- a las entidades 

financieras. Proponemos la adscripción obligatoria para grandes tenedores con un número 

determinado de viviendas vacías, que el contrato debe firmarse por un plazo mínimo de 

cinco años (actualmente solo tres), obligando a las entidades financieras a destinar 

viviendas vacías en buen estado y bien situadas, así como a realizar el esfuerzo de 

adecuación de las viviendas. 
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- Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil en el sentido de que el Juzgado deba dar 

traslado a los Servicios Sociales Municipales de las resoluciones que contengan fecha 

de lanzamiento de primera vivienda.  

- Garantizar por ley la protección de las familias con menores para impedir los desalojos 

sin alternativa habitacional, debido a la experiencia traumática y a las secuelas 

principalmente psicológicas, que estas situaciones dejan en las familias y sus hijos e hijas.  

- Apoyos económicos complementarios a las precarias economías de las familias en 

situación de vulnerabilidad residencial, principalmente en gastos relacionados con la salud 

y alimentación (medicamentos, tratamientos no cubiertos por la seguridad social, becas de 

comedor, seguridad alimentaria…). 

 

4 LA OCUPACIÓN POR NECESIDAD: UN CASO PARADIGMÁTICO DE 

INESTABILIDAD Y PRECARIEDAD RESIDENCIAL 

- Proponemos la modificación del Código Penal, suprimiendo el artículo 245.2; por 

tanto, despenalizando el tipo legal de ocupación pacífica y sin título de vivienda o 

inmueble que no constituye morada; en base al principio de intervención mínima del 

derecho penal, ya que existen vías en la jurisdicción civil para recuperar la posesión de la 

vivienda. 

- La experiencia de Provivienda en la gestión de programas de acompañamiento a 

familias en situación de ocupación de necesidad nos ha servido para demostrar su 

utilidad, tanto en la negociación con las entidades financieras para regularizar la situación a 

través de alquileres sociales, como en el apoyo a búsqueda de alternativas residenciales 

cuando no se consigue dicha regularización. Como hemos indicado anteriormente, 

recomendamos la incorporación de servicios de apoyo psicológico a los equipos de 

intervención. 

- De forma complementaria a la anterior, desarrollar programas de mediación y 

acompañamiento social dirigidos a las familias que ocupan vivienda por necesidad y a las 

comunidades de vecinos, con el objetivo de favorecer la convivencia cotidiana, creación y 

fortalecimiento de redes de apoyo naturales entre vecinos y vecinas.   

- En estos casos, es imprescindible que la formalización de alquileres sociales mantenga 

un estándar mínimo de calidad en las viviendas, debiendo las enidades financieras u 

otros grandes tenedores hacer frente a sus obligaciones en calidad de arrendadores. 

- En las situaciones en las que no es posible o no se consigue regularizar la situación, así 

como a la finalización de los contratos de alquiler social, se deben disponer de alternativas 

residenciales estables, especialmente importantes para familias con menores de edad o 

personas dependientes.  

- Desarrollar normativa que movilice la vivienda vacía de las entidades financieras y fondos 

de inversión de manera que se incremente el parque de vivienda asequible gestionado por 
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las administraciones públicas dirigido a las familias en situación de exclusión residencial. 

Inspección de estas viviendas para exigir a la propiedad la responsabilidad que tiene en su 

mantenimiento y buen estado. A través del control de las viviendas vacías y una gestión 

ágil de este parque se podría evitar la aparición e intervención de mafias “gestoras de 

ocupación de viviendas”.  
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Provivienda es una asociación sin ánimo de lucro que trabaja desde 1989 
para garantizar el derecho a la vivienda, especialmente de las personas 
más vulnerables. En estos 28 años de trabajo, nuestra organización ha 
alojado a más de 130.000 personas y ha gestionado en torno a 65.500 
viviendas.  
 
Actualmente, trabajamos en 10 comunidades autónomas en proyectos 
que tienen como eje central la vivienda y la inclusión residencial. 
 
www.provivienda.org 


